
RECOMENDACIÓN No. 21/2007* 
 
*  La Recomendación 21/2007 se dirigió al Procurador General de Justicia del Estado de México, el 18 de julio del año 

2007, por incumplimiento de la función pública en la procuración de justicia. Se ha determinado publicar una síntesis de 

la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del Reglamento Interno de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el expediente respectivo y 

consta de 23 fojas. 

 

 
El 26 de abril de 2007, esta Comisión recibió el escrito de queja que presentó una persona, 
quien refirió hechos presuntamente constitutivos de violación a derechos humanos, en 
menoscabo de ella y de su señora madre, así como de sus menores hijos, mismos que atribuyó 
a servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México. Al respecto, 
manifestó: El día 22 de abril del año 2006 sufrimos un accidente ya que se volcó el autobús 
donde íbamos... resultando lesionados mis hijos… mi mamá… y yo, por lo que se inició la 
Averiguación Previa AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, la cual por razones de competencia le 
correspondió a la agencia del Ministerio Público de Chalco, siendo remitida mediante oficio 
DEMX/SBSE/CHA/2418/2006, recibido el 10 de agosto del 2006 y enviada para su trámite al 
licenciado Eduardo Belmont Núñez, agente del Ministerio Público del primer turno… sin 
embargo, desde hace tres meses que he acudido a preguntar sobre el trámite… me indica el 
agente del Ministerio Público que a él no se la entregaron y es la fecha que no se encuentra… 
A su escrito, la señora del caso anexó entre otros, copias simples de los siguientes 
documentos: Cinco fojas del acta AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, iniciada por el agente del 
Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Investigadora de la Subdelegación de 
Procedimientos Penales "C", con sede en Chalco; Oficio de fecha siete de agosto de 2006, 
signado por el licenciado Sixto Carlos Herrera Jiménez, agente del Ministerio Público de la 
Federación Titular de la Segunda Agencia. Adscrito a la Subdelegación de Procedimientos 
Penales "C", dirigido al agente del Ministerio Público en turno, en Chalco, de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de México; Oficio de fecha 10 de agosto de 2006, signado por el 
licenciado Arturo Calderón Vázquez, Jefe de Departamento de Averiguaciones Previas en 
Amecameca, dirigido al agente del Ministerio Público adscrito al primer turno en Chalco. 
 
Derivado de lo anterior este Organismo notificó a la quejosa, la recepción y admisión de su 
escrito de queja, al cual le correspondió el número CODHEM/LP/1613/2007.  
 
Realizado el estudio lógico jurídico de las constancias que integran el expediente de queja, 
este Organismo considera acreditada la violación a los derechos humanos de las señoras del 
caso, así como de los menores de referencia, atribuible a los licenciados: Arturo Calderón 
Vázquez, Eduardo Rafael Belmont Núñez y Miriam Cortés Martínez, Jefe de Departamento de 
Averiguaciones Previas, agente y secretaria del Ministerio Público en Chalco, México, 
respectivamente, en atención a las siguientes observaciones:  
 
De acuerdo a constancias del sumario, debe valorarse en su contexto la omisión de la 
Representación Social de dar inicio al acta de averiguación previa que correspondiera con 
motivo de los hechos que hizo de su conocimiento el agente del Ministerio Público de la 
Federación con sede en Chalco. 
 
Así, se encuentra acreditado que el día 16 de agosto de 2006, la licenciada Miriam Cortés 
Martínez, en su calidad de secretaria del Ministerio Público, recibió las copias certificadas del 
acta AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, constante de 111 fojas y cuatro billetes de depósito por 
la cantidad total de dieciséis mil pesos, así como el oficio 213-50/AP/00002/852/06, por medio 
del cual las remitió el Jefe de Departamento de Averiguaciones Previas en Amecameca. 
 
De igual forma está acreditado que el licenciado Eduardo Rafael Belmont Núñez, en su calidad 
de titular del primer turno en la agencia del Ministerio Público referido, tuvo conocimiento del 
oficio y documentación que le fueron enviados por su superior jerárquico, lo cual lo 
responsabiliza de igual manera.  
 
Ahora bien, aun cuando el licenciado Eduardo Rafael Belmont Núñez declaró ante esta 
Comisión que no recordaba si el día de la recepción del oficio y copias certificadas se 
encontraba laborando, ello no es una excusa suficiente para exhimirlo de responsabilidad, pues 



al respecto dijo que disfrutó de un período vacacional durante los primeros días del mes de 
agosto de dos mil seis, sin precisar las fechas. No obstante, esta situación fue aclarada por la 
licenciada Miriam Cortés Martínez, al referir que el titular de la agencia regresó de su período 
vacacional aproximadamente el día 10 de agosto de 2006, lo que corrobora que sí se encontró 
laborando en el turno del día 16 del mismo mes y año.  
 
En este orden de ideas, también se encuentra acreditada la participación del licenciado Arturo 
Calderón Vázquez, Jefe de Departamento de Averiguaciones Previas en Amecameca, con el 
señalamiento de la licenciada Miriam Cortés Martínez, quien al declarar ante esta Comisión, 
puntualizó que una vez que comentó el asunto con su superior inmediato: …posteriormente es 
que subo a las oficinas de nuestro Jefe de Departamento para comentarle de tales hechos y él 
me dijo que se la dejara (la indagatoria AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006), dado que iba a ver 
por qué razón el Ministerio Público Federal nos la había remitido... y no a la Fiscalía para 
combatir delitos relacionados con el transporte público, por lo cual yo procedí a dejársela… 
 
Ante este señalamiento, resulta evidente que el licenciado Arturo Calderón Vázquez, al recibir 
de su subordinada los documentos que menciona, permitió que no se iniciara de manera 
inmediata el acta de averiguación previa que correspondiera, como previamente lo había 
ordenado mediante oficio, atendiendo al conocimiento de hechos delictivos informados por 
parte del agente del Ministerio Público de la Federación.  
 
Aunado a lo anterior, persistió la actitud omisa del licenciado Arturo Calderón Vázquez para 
ordenar el inicio de la investigación de los hechos, como se evidencia de lo señalado por la 
licenciada Miriam Cortés Martínez.  
 
Cabe señalar, que personal de esta Comisión dio fe de que las copias que mencionó y exhibió 
la licenciada Miriam Cortés Martínez tienen como fecha de certificación el dos de marzo de 
2007, por lo que es válida su consideración de que el licenciado Arturo Vázquez Calderón tuvo 
oportunidad de ordenar el inicio de las investigaciones, incluso antes de que fuera presentada 
la queja que dio origen al expediente del caso, sin embargo no lo hizo.  
 
En conclusión, quedó fehacientemente acreditado que durante más de diez meses la 
Representación Social en Chalco, no inició acta de averiguación previa por los hechos que hizo 
de su conocimiento el Ministerio Público de la Federación, debido a que las copias certificadas 
y billetes de depósito originales que se le remitieron fueron extraviados, sin que a la fecha se 
tenga la certeza del servidor público responsable de ello, sin embargo resulta incuestionable 
que se trata de los tres que han sido mencionados, puesto que en diferentes momentos, cada 
uno las tuvo bajo su responsabilidad, como ha quedado anotado; y a pesar de que como lo 
mencionó la servidora pública María Magdalena Pérez García, en la Jefatura de Departamento 
de Averiguaciones Previas se tuvo conocimiento de la justificada molestia de la ofendida (hoy 
quejosa) ante la falta de información respecto del trámite que se hubiera dado al oficio del 
Ministerio Público de la Federación y haberse percatado del extravío de las copias certificadas, 
no se realizaron atingentemente, diligencias tendentes a reponerlas e investigar la verdad 
histórica de los hechos; y no fue sino hasta el día cuatro de junio de 2007, que el Jefe de 
Departamento de Averiguaciones Previas las solicitó por oficio y posteriormente, hasta el día 
21 del mismo mes y año se ordenó el inicio de la averiguación previa CHA/III/2588/2007.  
 
No obstante lo anterior, aún persiste la omisión en reponer los billetes de depósito, por un total 
de dieciséis mil pesos, lo que causa agravios a las personas ofendidas en el delito de lesiones, 
al no existir los documentos con que se garantizó una posible reparación por el daño que 
sufrieron; e incluso afecta al mismo probable responsable, puesto que los documentos sirvieron 
para garantizar el pago que resultara procedente.  
 
Vale la pena destacar, que únicamente la licenciada Miriam Cortés Martínez fue quien al tener 
conocimiento de los hechos motivo de queja, en el mes de febrero de 2007, mostró interés en 
lograr la reposición de las diligencias, que le fueron expedidas el día dos de marzo del mismo 
año, es decir, casi un mes antes de que en esta Comisión se recibiera el escrito de queja, sin 
embargo, su esfuerzo se vio obstaculizado por el Jefe de Departamento de Averiguaciones 
Previas.  
 



La circunstancia de que no se inició de manera inmediata acta de averiguación previa con 
motivo de la recepción de su similar AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, se acredita con el 
informe de fecha cuatro de mayo de 2007, en el que el actual agente del Ministerio Público 
adscrito al primer turno en Chalco, hizo saber que: …no se encuentra radicada ni registrada en 
el libro de gobierno que se lleva en estas H. Oficinas ni tampoco aparece en el acta de entrega 
de averiguaciones previas que se encuentran en trámite.  
 
Como consecuencia, la actuación de los servidores públicos señalados como responsables, 
que tuvieron en su poder las copias certificadas del acta AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, que 
fueron extraviadas cuando incluso el agente y secretaria aún se encontraban en funciones en 
el primer turno en Chalco, vulneró, en agravio de las señoras del caso, así como de los 
menores, la garantía de seguridad jurídica que consagra el artículo 21 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
En este orden de ideas, al haberse extraviado las diligencias mencionadas, además de la 
transgresión a las disposiciones Constitucionales invocadas, se infringió lo dispuesto por el 
artículo 92 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de México.  
 
El extravío de las copias certificadas, que impidió el inicio del acta de averiguación previa 
correspondiente, ha ocasionado inseguridad jurídica a la quejosa y a sus familiares, por lo que 
a juicio de esta Comisión, la actitud negligente de los servidores públicos participantes, que han 
sido mencionados, seguramente encuadra en el presupuesto legal previsto por el artículo 22 
del Código Adjetivo Penal vigente en la entidad.  
 
Asimismo, la conducta omisa de los servidores públicos Arturo Calderón Vázquez y Eduardo 
Rafael Belmont Núñez, Jefe de Departamento de Averiguaciones Previas y agente del 
Ministerio Público, respectivamente, al percatarse del extravío de las copias certificadas del 
acta AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006, transgredió además, lo dispuesto por las siguientes 
disposiciones jurídicas: artículo 81 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México; artículo 5 letra b), fracción II y III y letra d), fracción VII de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México:  
 
Es innegable que la garantía de seguridad jurídica constituye uno de los presupuestos sine qua 
non, para una adecuada procuración de justicia. Lamentablemente, en el caso que nos ocupa, 
su desacato es evidente, lo cual hace patente un inaceptable desempeño por parte de los 
servidores públicos involucrados en los hechos, en las importantes atribuciones que 
Constitucionalmente les fueron asignadas.  
 
Como consecuencia, las víctimas del delito no han encontrado respuesta a sus legítimos 
reclamos de justicia, en clara afectación a sus derechos humanos y a su garantía 
Constitucional contenida en el artículo 17 de nuestra Carta Magna.  
 
Por tal motivo, es imprescindible que la Contraloría Interna de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de México, inicie el correspondiente procedimiento administrativo 
disciplinario, tendente a investigar, identificar y sancionar con estricto apego a Derecho, la 
responsabilidad administrativa en que incurrieron los servidores públicos mencionados.  
 
Por lo anteriormente expresado, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de 
México, formuló al Procurador General de Justicia las siguientes: 
 
RECOMENDACIONES 
 
 PRIMERA. Instruya a quien corresponda, a efecto de que se realicen todas y cada una de las 
diligencias tendentes a integrar y perfeccionar el acta de Averiguación Previa CHA/III/288/07, a 
fin de que a la brevedad se determine lo que con estricto apego a Derecho proceda, teniendo 
especial cuidado en que se incorporen, en vía de reposición de actuaciones, los billetes de 
depósito que se extraviaron y que ascienden a la cantidad de dieciséis mil pesos.  
 



SEGUNDA. Con la copia certificada de la Recomendación, que se anexó, solicite al Contralor 
Interno de la dependencia a su digno cargo, tome en consideración las evidencias y 
observaciones lógico jurídicas del presente documento, a efecto de perfeccionar el período de 
información previa abierto en el expediente CI/PGJEM/Q262/2007. Lo anterior a fin de que se 
dé inicio al correspondiente procedimiento administrativo disciplinario tendente a investigar, 
documentar y determinar la responsabilidad en que incurrieron los servidores públicos: Arturo 
Calderón Vázquez, Jefe de Departamento de Averiguaciones Previas en Amecameca; Eduardo 
Rafael Belmont Núñez, actualmente adscrito al turno único en Temascaltepec; y Miriam Cortés 
Martínez, adscrita a la agencia móvil en Donato Guerra, por los actos y omisiones que han sido 
detallados en el capítulo de Observaciones de esta Recomendación, para que en su caso, se 
impongan las sanciones que conforme a derecho procedan. 
 
 TERCERA. Con la copia certificada de la Recomendación, que se anexó, instruya al Director 
General de Responsabilidades de la Institución a su digno cargo, para que inicie el acta de 
averiguación previa correspondiente, por el extravío de las diligencias ministeriales contenidas 
en el acta AC/PGR/MEX/CHAL-II/187/2006. 


